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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

PRIMERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 260/2023/1
PARTE ACTORA: 

********** ********** **********
AUTORIDAD DEMANDADA:

COORDINACION DE PARQUES Y JARDINES DEL AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSÍ.
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO. 
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. JOSÉ DE JESÚS MORENO ROMO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, veintinueve de septiembre de dos mil veintitrés.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo 260/2023/1; y,
R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Demanda de nulidad. Por escrito recibido el siete de marzo de dos mil veintitrés, ********** ********** **********, compareció por derecho propio a demandar la nulidad del oficio CPYJ/008-2023 de veinticinco de enero de dos mil veintitrés, derivado del oficio CPYJ/013-2023, emitidos por la Coordinación de Parques y Jardines del Ayuntamiento de San Luis Potosí.
SEGUNDO.- Admisión de la demanda. El veintisiete de marzo de dos mil veintitrés se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado con la copia de la misma y sus anexos a la autoridad señalada como demandada, emplazándola para que en el término de ley formulara su contestación. En dicho proveído se tuvo a la actora por ofrecidas las pruebas que anunció en su escrito de demanda.
TERCERO.- Tramite del juicio. Siendo las 10:30 diez horas con treinta minutos del seis de junio de dos mil veintitrés, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito inicial de demanda, así como al oficio de contestación de la demanda; asimismo, se hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por la parte actora así como las ofrecidas por la autoridad demandada; en período de pruebas, se tuvieron por desahogadas dada su propia y especial naturaleza, el material probatorio consistente en documentales, presuncional legal y humana e Instrumental de Actuaciones; se hizo constar que no existían pruebas por desahogar y en período de alegatos se dio cuenta que ninguna de las partes formuló alegatos; quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, citándose el presente expediente para su resolución.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Competencia.  Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa con residencia en la ciudad de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio, de conformidad con lo previsto en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I, y 9º fracción III, 24, 35, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por impugnarse un acto administrativo emanado de una autoridad municipal.

SEGUNDO.- Existencia del acto. Se procede a precisar el acto impugnado, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 249 fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, con la finalidad de lograr congruencia entre lo pedido y lo resuelto.

El acto materia de impugnación lo constituye del oficio CPYJ/008-2023 de veinticinco de enero de dos mil veintitrés, emitido por la Coordinación de Parques y Jardines del Ayuntamiento de San Luis Potosí, acto cuya existencia queda evidenciada con la documental que fue exhibida por la parte actora, visible en foja 12 de autos, con el valor probatorio que le confiere el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.

Ahora, la litis en este juicio se delimita en determinar la legalidad o ilegalidad de la determinación enunciada en el párrafo previo, sobre la base de los agravios que formula la parte actora, la refutación que de los conceptos de impugnación plantea la enjuiciada y los medios de pruebas que aportaron los contendientes.

TERCERO.- Oportunidad de la demanda. La demanda de nulidad de que se trata, fue presentada dentro del término de treinta días a que se refiere el artículo 24, fracción I, inciso b), del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, como se advierte del cuadro que se inserta a continuación:

	Fecha del Acto Impugnado
	Fecha de conocimiento
	Plazo de 30 días transcurrió
	Fecha de presentación de la demanda

	25 de enero de 2023
	26 de enero de 2023
	27 de enero de 2022 al 10 de marzo de 2023

	07 de marzo de 2023


Como se desprende que cuadro inserto, la interposición de la demanda es oportuna, porque a la fecha de presentación de la misma se encontraba transcurriendo el plazo para su promoción.

CUARTO.- Legitimación. Por estar estrechamente vinculada la cuestión relativa a la legitimación para la presentación de la demanda con las cuestiones relativas a la improcedencia del juicio, esta Sala se avoca de al análisis de la causa de improcedencia prevista en el artículo 228, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Así tenemos que la autoridad enjuiciada al contestar la demanda, expresó entre otras cuestiones, que en el caso se actualiza la diversa causal de improcedencia a que alude el artículo 228, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en la medida que el acto impugnado no le causa ninguna lesión a los derechos fundamentales del accionante.

En unión a la expresión vertida por la enjuiciada como del análisis oficioso de las causales de improcedencia que se realiza con apoyo legal en el artículo 228, último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es evidente que dicha causa de improcedencia se actualiza en el presente juicio.

Para arribar a lo anterior, es pertinente señalar que en el indicado precepto 228, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se establece que el Juicio Contencioso Administrativo es improcedente en contra de actos que no afecten los intereses jurídicos o legítimos de la Parte Actora.

A continuación se transcribe el precepto legal en cita:

“ARTÍCULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos: 
(…)

II. Que no afecten los intereses jurídicos o legítimos del actor; 
(…)”

Bajo ese contexto, tiene relación lo establecido en el artículo 231 del Código Adjetivo Administrativo, en donde se refiere que solo podrán demandar o intervenir en el juicio, las personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como el derecho subjetivo que les asiste a los titulares de la acción emprendida.

Además, es importante precisar, que en materia administrativa, en particular en el procedimiento administrativo, previsto en el Título Tercero del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, no se admite la gestión oficiosa de negocios, y quien promueve un procedimiento administrativo a nombre de otro debe acreditar su personalidad, según dispone el artículo 176 párrafos segundo y tercero del citado Código; además, en términos del artículo 177 penúltimo y último párrafos del Código en cita, el escrito de solicitud debe estar firmado por el interesado o su representante legal, caso en que se deberán acompañar las documentales que justifiquen la personalidad. 

En seguida se transcriben los preceptos del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí citados:

“ARTÍCULO 176. El procedimiento administrativo podrá iniciarse de oficio o a petición de parte interesada. 

En los procedimientos administrativos no procederá la gestión oficiosa.

Quien promueva a nombre de otro deberá acreditar su personalidad.”

“ARTÍCULO 177. Las dependencias y entidades no podrán exigir más formalidades que las expresamente previstas en las leyes.

Las promociones deberán hacerse por escrito en el que se precisarán:

I. El nombre, denominación o razón social de quien o quienes promuevan, en su caso de su representante legal;

II. Domicilio para recibir notificaciones, así como nombre de la persona o personas autorizadas para recibirlas;

III. La petición que se formula, los hechos o razones que dan motivo a la petición;

IV. El órgano administrativo a que se dirigen, y

V. Lugar y fecha de su emisión.

El escrito deberá estar firmado por el interesado o su representante legal, requisito sin el cual se tendrá por no presentado. Cuando el promovente no sepa o no pueda firmar, firmará otra persona en su nombre y el interesado estampará su huella digital, haciéndose notar esta situación en el propio escrito.

El promovente deberá adjuntar a su escrito los documentos que acrediten su personalidad, así como los que en cada caso sean requeridos en los ordenamientos respectivos.”

(Énfasis añadido) 

Además, debemos considerar que, priva como regla general para la Parte Actora la obligación de probar la existencia del acto impugnado, según disponen los artículos 273 y 274 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo acorde a lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del Código Procesal Administrativo.

En efecto, la regla general de carga de la prueba, se encuentra contenida en el artículo 273 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí, que establece que “El actor debe probar los hechos constitutivos de su acción y el reo los de sus excepciones.”, mientras que el que niega debe probar, cuando la negación envuelva la afirmación de un hecho, cuando se desconozca una presunción legal, pues ella parte de un hecho probado (artículo 377 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí), cuando se desconozca la capacidad porque constituye una afirmación de que alguna persona es incapaz, o cuando la negativa fuere un elemento constitutivo de la acción.

“ARTÍCULO 273.- El Actor debe probar los hechos constitutivos de su acción y el reo los de sus excepciones.”

“ARTÍCULO 274.- El que niega sólo estará obligado a probar:

I.-Cuando la negación envuelva la afirmación expresa de un hecho;

II.-Cuando se desconozca la presunción legal que tenga en su favor el colitigante;

III.-Cuando se desconozca la capacidad;

IV.-Cuando la negativa fuere elemento constitutivo de la acción.”

De ésta manera, en el caso que nos ocupa, ante la afirmación del actor de que fue él quien recibió en su domicilio el oficio que generó el diverso hoy controvertido, resulta evidente que la carga de la prueba le corresponde a la Parte Actora.

En efecto, de las constancias de autos se advierte que el actor, acude a demandar a la Coordinación de Parques y Jardines del Ayuntamiento de San Luis Potosí, manifestando al inicio de dicho libelo, lo siguiente:

“II. A) El acto que se impugna:

Oficio número CPY/00/-2023, por medio del cual se me impone una multa y se me condiciona el plazo para su pago, (…).”

De igual manera en el escrito de demanda, en el capítulo denominado “V. Los hechos que dan motivo a la demanda, siendo los siguientes:..”,  el accionante señala lo que en lo conducente interesa, lo siguiente:

“I. el día 19 de enero de 2023 encontré en la cochera de mi domicilio el oficio número CPYJ/013-2023 de fecha 19 de enero de 2023, en el cual se me solicitaba acudir a las oficinas señaladas en dicho documento, sin embargo, por motivos de trabajo no pude acudir.

…

III. Así pues, el día 26 de enero de 2023 acudí a Av. Constitución número 1590 en el Barrio de San Sebastián en esta Ciudad, en donde de manera oral me dijeron que había una denuncia ciudadana por la tala de dos árboles frente a mi domicilio (…).” 

Como se aprecia de la transcripción anterior, se infiere que el compareciente aduce ser destinatario de la multa consignada en el documento impugnado por ser propietario del inmueble ubicado en la calle **********  número **********, del Fraccionamiento ********** **********, en esta Ciudad, como se desprende de su escrito inicial de demanda, señalando además en la narrativa de hechos que fue en su domicilio donde recibió el documento antecedente del acto controvertido.

Sin embargo, del análisis efectuado al oficio CPYJ/008-2023, se desprende que el mismo se destina al propietario y/o responsable del predio ubicado en calle ********** número **********, del Fraccionamiento ********** **********, en esta Ciudad Capital, acto que enseguida se digitaliza:



********** SE INSERTA IMAGEN **********
En el caso, la Parte Actora señaló como acto impugnado el oficio CPYJ/008-2023 de veinticinco de enero de dos mil veintitrés, respecto del cual pretende que este Tribunal declare la nulidad del mismo, es decir, la parte actora pretende la nulidad del acto impugnado a estudio, sobre la afirmación de que es propietario del inmueble materia de la determinación impugnada.

Empero, tenemos que en el caso no está acreditado plenamente el interés jurídico, pues en principio partimos de que el acto impugnado, no se encuentra dirigido expresamente al aquí promovente, aunado a que no se adminicula con documento idóneo, relativo a la propiedad que dice tener respecto del inmueble al que se particulariza la sanción que se impugna, por lo que al no estar precisada dicha circunstancia, ni haberse acompañado las documentales relativas a acreditar la legitimación, es evidente que no se afecta el interés jurídico de la impetrante.

En efecto, de autos se aprecia que el accionante exhibe las pruebas documentales que constan en autos a fojas 11 a la 15, consistentes en:

1. Original del aviso recibo expedido el veintitrés de enero de dos mil veintitrés, por la Comisión Federal de Electricidad, respecto del número de servicio **********, contratado al inmueble ubicado en ********** **********, ********** ********** **********, ********** **********, a nombre de ********** ********** **********.

2. Copia simple del oficio CPYJ/008-2023 de veinticinco de enero de dos mil veintitrés, emitido por la Coordinación de Parques y Jardines del Ayuntamiento de San Luis Potosí.
3. Copia simple del oficio CPYJ/013-2023, emitido por la Coordinación de Parques y Jardines del Ayuntamiento de San Luis Potosí 

4. Original de la carta poder expedida otorgada por ********** ********** ********** en favor de ********** ********** ********** **********.

5. Copia simple de la cedula profesional electrónica número ********** a nombre de ********** ********** ********** **********. 

Empero de la valoración conjunta a dichos medios de convicción, no se desprende que el accionante sea el propietario del inmueble materia de la determinación de la autoridad administrativa, para que en ese sentido se tenga por afectado su derecho y por tanto, se le faculte para intervenir en la presente controversia, pues resulta cierto que la afectación a la esfera jurídica, es un elemento común, es decir opera cuando hablamos de interés legítimo o de interés jurídico, es por tanto, su elemento sustancial, dando lugar a la restitución en el goce de derechos, ya sea que le hubieren sido desconocidos o violentados. Lo anterior obliga entonces, a que con su actuar, la Autoridad cause de manera efectiva una afectación al Administrado, para que éste se encuentre en condiciones de comparecer a juicio solicitando la nulidad del acto de autoridad.

De lo anterior se concluye, que la Parte Actora no probó el hecho sustancial en que hace descansar su acción y pretensión, respecto que el acto impugnado afecta sus derechos, en la medida que es evidente que no se dirige a su persona o se hubiere dictado afectando los derechos de propiedad respecto del inmueble que dice ocupar, pues esta última calidad no se encuentra probada de manera adecuada con el documento idóneo, relativo a acreditar la propiedad y por ende, personalidad para promover en el presente juicio.

Por tanto la Parte Actora no acreditó interés jurídico para controvertir el acto impugnado, puesto que se encuentra probado que el acto se destina al propietario y/o responsable del predio ubicado en calle ********** número **********, del ********** ********** **********, y que no se evidenció que fuera la Actora la persona que propietaria o responsable del referido inmueble, por lo que con ello  es evidente que no tiene legitimación para intervenir en el presente juicio.

No es óbice para arribar a la determinación anterior, el que aún ante la figura del interés legítimo, y considerando que de la prueba aportada por la demandada visible a fojas 11 de autos, se desprende que el aquí actor tiene contratado el servicio de energía eléctrica para el inmueble ubicado en calle ********** número ********** , del ********** ********** **********, la valoración de dicho documento es insuficiente para tener por acreditado que es propietario del inmueble materia de la decisión hoy impugnada, por lo que prevalece la falta de prueba respecto de su interés, de ahí que en la especie, tampoco se haya acreditado el interés legítimo.

Sirve de apoyo a lo anterior por analogía, los siguientes criterios jurisprudenciales: 

“INTERÉS JURÍDICO E INTERÉS LEGÍTIMO EN EL JUICIO DE AMPARO. De la fracción I del artículo 5o. de la Ley de Amparo se obtiene que el quejoso es quien aduce ser titular de algún derecho subjetivo o interés legítimo (individual o colectivo) y, a su vez, plantea que alguna norma de observancia general, acto u omisión conculca algún derecho fundamental tutelado en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos o en los instrumentos internacionales suscritos por México en la materia, a condición de que se trate, desde luego, de alguna afectación real y actual en su esfera jurídica, sea de manera directa o indirecta con motivo de su especial situación frente al orden jurídico. Ahora, el concepto de interés legítimo, como medida para acceder al juicio de amparo (tanto en lo individual como en lo colectivo), se satisface cuando el quejoso alega ser titular de algún derecho subjetivo (en sentido amplio) y reclama normas, actos u omisiones autoritarios que afectan a su esfera jurídica, directa o indirectamente. Es decir, para justificar el interés legítimo tratándose del reclamo de normas, actos u omisiones no provenientes de tribunales jurisdiccionales, no se requiere del acreditamiento de alguna afectación personal y directa (lo cual se conoce tradicionalmente como interés jurídico), sino que basta con cierta afectación real y actual, aun de manera indirecta, según la situación especial del gobernado frente al orden jurídico. Sin embargo ¿cuál es la razón por la cual el surtimiento del interés legítimo (tratándose de la impugnación de normas, actos u omisiones no provenientes de tribunales) se requiere acreditar, necesariamente, que la materia reclamada produzca alguna afectación real y actual en la esfera jurídica del quejoso. La razón estriba en que, por un lado, el juicio de amparo es improcedente contra actos inexistentes, futuros o de realización incierta y, por otro, porque aunque exista la norma, acto u omisión materia del reclamo, no basta con tener un interés simple para acudir al amparo, por ser condición necesaria demostrar, objetivamente, alguna afectación real y actual (no futura o de realización incierta) en la esfera jurídica del quejoso, en tanto que si no es cierta, real y actual, el examen de constitucionalidad versaría sobre un análisis abstracto de constitucionalidad que es ajeno al objeto y fin del amparo, porque en éste se requiere acreditar, forzosamente, la afectación jurídica en función de la existencia de la materia reclamada, a causa de la cual se plantee el perjuicio cierto, real y actual en la esfera de derecho. En efecto, para la procedencia del juicio de amparo, el interés simple o jurídicamente irrelevante es el que se puede tener acerca de lo dispuesto en alguna norma, actuación u omisión reclamable en amparo, pero que en realidad no afecta a la esfera jurídica o alguna situación especial del particular frente al orden jurídico cuestionado. De ahí que contra normas, actos u omisiones que no provengan de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, el interés legítimo para la procedencia del juicio de amparo, si bien no exige la existencia de algún agravio personal y directo, sí es condición el acreditamiento de cierta afectación real y actual en la esfera jurídica de quien lo promueve, aunque sea indirecta.”
 

“INTERÉS LEGÍTIMO. CONTENIDO Y ALCANCE PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 107, FRACCIÓN I, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS). A consideración de este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el párrafo primero de la fracción I del artículo 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece que tratándose de la procedencia del amparo indirecto -en los supuestos en que no se combatan actos o resoluciones de tribunales-, quien comparezca a un juicio deberá ubicarse en alguno de los siguientes dos supuestos: (I) ser titular de un derecho subjetivo, es decir, alegar una afectación inmediata y directa en la esfera jurídica, producida en virtud de tal titularidad; o (II) en caso de que no se cuente con tal interés, la Constitución ahora establece la posibilidad de solamente aducir un interés legítimo, que será suficiente para comparecer en el juicio. Dicho interés legítimo se refiere a la existencia de un vínculo entre ciertos derechos fundamentales y una persona que comparece en el proceso, sin que dicha persona requiera de una facultad otorgada expresamente por el orden jurídico, esto es, la persona que cuenta con ese interés se encuentra en aptitud de expresar un agravio diferenciado al resto de los demás integrantes de la sociedad, al tratarse de un interés cualificado, actual, real y jurídicamente relevante, de tal forma que la anulación del acto que se reclama produce un beneficio o efecto positivo en su esfera jurídica, ya sea actual o futuro pero cierto. En consecuencia, para que exista un interés legítimo, se requiere de la existencia de una afectación en cierta esfera jurídica -no exclusivamente en una cuestión patrimonial-, apreciada bajo un parámetro de razonabilidad, y no sólo como una simple posibilidad, esto es, una lógica que debe guardar el vínculo entre la persona y la afectación aducida, ante lo cual, una eventual sentencia de protección constitucional implicaría la obtención de un beneficio determinado, el que no puede ser lejanamente derivado, sino resultado inmediato de la resolución que en su caso llegue a dictarse. Como puede advertirse, el interés legítimo consiste en una categoría diferenciada y más amplia que el interés jurídico, pero tampoco se trata del interés genérico de la sociedad como ocurre con el interés simple, esto es, no se trata de la generalización de una acción popular, sino del acceso a los tribunales competentes ante posibles lesiones jurídicas a intereses jurídicamente relevantes y, por ende, protegidos. En esta lógica, mediante el interés legítimo, el demandante se encuentra en una situación jurídica identificable, surgida por una relación específica con el objeto de la pretensión que aduce, ya sea por una circunstancia personal o por una regulación sectorial o grupal, por lo que si bien en una situación jurídica concreta pueden concurrir el interés colectivo o difuso y el interés legítimo, lo cierto es que tal asociación no es absoluta e indefectible; pues es factible que un juzgador se encuentre con un caso en el cual exista un interés legítimo individual en virtud de que, la afectación o posición especial frente al ordenamiento jurídico, sea una situación no sólo compartida por un grupo formalmente identificable, sino que redunde también en una persona determinada que no pertenezca a dicho grupo. Incluso, podría darse el supuesto de que la afectación redunde de forma exclusiva en la esfera jurídica de una persona determinada, en razón de sus circunstancias específicas. En suma, debido a su configuración normativa, la categorización de todas las posibles situaciones y supuestos del interés legítimo, deberá ser producto de la labor cotidiana de los diversos juzgadores de amparo al aplicar dicha figura jurídica, ello a la luz de los lineamientos emitidos por esta Suprema Corte, debiendo interpretarse acorde a la naturaleza y funciones del juicio de amparo, esto es, buscando la mayor protección de los derechos fundamentales de las personas.”
 

“INTERES JURIDICO PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. A FIN DE TENERLO POR ACREDITADO NO BASTA LA PRESENTACION DE LA DEMANDA RESPECTIVA. De conformidad con lo dispuesto por los artículos 107, fracción I, de la Constitución General de la República y 4o. de la Ley de Amparo en relación con la fracción V del artículo 73 de este ordenamiento, el juicio de garantías se seguirá siempre a instancia de parte agraviada, lo que significa que uno de los presupuestos para la procedencia de la acción constitucional es la comprobación plena del interés jurídico del quejoso, pudiendo hacerlo por cualquiera de los medios de prueba previstos por las leyes, pero no basta para tenerse por acreditado el solo hecho de presentar la demanda respectiva, lo que implica únicamente la pretensión de excitar el órgano jurisdiccional, pero no la comprobación de que la ley o acto reclamado lesionan sus intereses jurídicos por lo que de no satisfacerse dichos requisitos, debe sobreseerse en el juicio de amparo.”

Así las cosas, es claro que la Parte Actora no acreditó afectación a sus intereses jurídicos o legítimos, derivada del acto impugnado consistente en oficio CPYJ/008-2023 de veinticinco de enero de dos mil veintitrés, derivado del oficio CPYJ/013-2023, emitidos por la Coordinación de Parques y Jardines del Ayuntamiento de San Luis Potosí; y en consecuencia se actualizó la causal de improcedencia prevista en el artículo 228 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Del resultado de las anteriores consideraciones, esta Sala Unitaria determina que al acreditarse la causal de improcedencia señalada por el artículo 228, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, procede decretar el SOBRESEIMIENTO de la presente causa acorde con lo dispuesto por la fracción VIII, del artículo 229, del ordenamiento legal invocado, razón por la cual se considera innecesario el estudio de los demás argumentos planteados, en virtud de que no cambiaría el sentido de esta decisión. 

Queda sustentado lo anterior por analogía al caso que nos ocupa, en el criterio pronunciado por el Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Séptimo Circuito, publicado en el Semanario Judicial de la Federación, en el Tomo X, Marzo de 1993, página 233, Octava Época, que a la letra dice:

“CAUSALES DE IMPROCEDENCIA. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO, ASI COMO DE LOS DEMAS  AGRAVIOS. Al estimarse que en el juicio de garantías se surte una causal de improcedencia y que debe sobreseerse en el mismo con apoyo en los artículos relativos de la Ley de Amparo, resulta innecesaria el estudio de las demás que se aleguen en el caso y de los restantes agravios, porque no cambiaría el sentido de la resolución.”

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º, fracciones I,  III, y 9º fracción III de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 248, 250 fracción II, 251 primer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se RESUELVE:
PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Conforme a las argumentaciones expuestas en el último Considerando de este fallo, es de sobreseerse y SE SOBRESEE en el presente juicio.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a la Autoridad Demandada, con copia autorizada de esta resolución.

Así lo resolvió y firma, la Licenciada Ma. Eugenia Reyna Mascorro, Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Antonio Martínez Portillo, que autoriza y da fe.- (RUBRICAS)
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.
� Según el artículo 24, fracción I, inciso b), del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí. 
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